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I. -
Resumen

Las Normas Generales de Contabilidad (NGC), el Código Civil (CC) y las Normas Internacionales de Contabilidad para el Sector Público (NICSP), hacen referencia a los Bienes de Uso, pero muestran conceptualizaciones diametralmente opuestas.

Son tan correctas las caracterizaciones de las NGC, como las clasificaciones del CC. Se refirieren a bienes durables que se utilizan tanto para el desarrollo de las actividades básicas del Estado (Bienes Privados del Estado), como a brindar utilidad pública general (Bienes Públicos del Estado).

El reconocimiento como Activos, a la luz de las NICSP, y con el fin de preparar los Estados Contables Anuales implica, necesariamente, distinguir entre los bienes nuevos, adquiridos o construidos por cuenta y orden del Estado, de aquellos que forman parte de sus respectivos patrimonios desde hace ya bastantes años, en lo que se denomina “Bienes de Capital”, y que en la mayoría de los casos se encuentran incompletos y subvaluados.

Si se desea obtener Estados Contables que incluyan la “Situación Patrimonial” del Estado, debe pensarse seriamente en incorporar a los registros, los bienes que hoy por hoy no se están considerando, ya que se está afectando seriamente los PCGA, especialmente los de Universalidad  y Exposición.

Deberá planificarse una tarea de revaluación a mediano plazo (tal vez los 5 años de re-adecuación que plantean las NICSP), que tiene que estar a cargo de un muy profesionalizado equipo de trabajo.

Sin la adecuada incorporación de la totalidad de los bienes susceptibles de ser reconocidos como Activos para el Estado, no habrá Estados Contables que brinden información patrimonial adecuada, completa y útil.

En igual sentido, sin la adecuada contabilización de las amortizaciones (depreciaciones para las NICSP), que incluya la totalidad de los bienes (Privados del Estado y hasta los Públicos del Estado), previamente revaluados conforme el justiprecio que declaman las normas, no habrá Estados de Resultados que reflejen el verdadero resultado de la gestión de gobierno, ni la eficiencia de la misma.
II. -
 Introducción
Los distintos estamentos del Estado, nacional, provinciales y municipales, confeccionan y aprueban anualmente sus presupuestos de recursos y gastos.

Partiendo de la premisa inicial de estimar todos los recursos previstos para el período que se desea presupuestar, las distintas jurisdicciones elaboran un pormenorizado detalle de las distintas causales de las aplicaciones previstas para esos recursos.

Gran parte de esas aplicaciones están destinados al sostenimiento de la actividad estatal, al cumplimiento de su compromiso esencial con la población, y se manifiesta en forma de sueldos y gastos corrientes destinados a actividades básicas, tales como educación, justicia, salud, seguridad pública, etcétera.

Otra porción, menor pero cuantiosa en valores, se destina a la construcción y adquisición de bienes durables, que serán usados tanto por los habitantes del suelo argentino, como por el propio estado para el desarrollo de sus actividades básicas.

Las nuevas tendencias en la elaboración de información sobre la actividad del estado, lleva al mismo a la necesaria implementación de una contabilidad tradicional, denominada de partida doble, y con ella, a la elaboración de Estados Contables similares a los que se emiten y aprueban en la actividad privada.

El presente trabajo, intenta abordar la temática de la valuación de los bienes durables en los Estados Contables de la Administración Pública, y la importancia que adquiere el cálculo de las amortizaciones de estos bienes para una adecuada toma de decisiones.

III. - 
Los Bienes de Uso según quien los defina

Los Principios de Contabilidad Generalmente Aceptados (PCGA) y Normas Generales de Contabilidad (NGC) para el Sector Público Nacional (1995), en su capítulo III: Normas Generales de Contabilidad (NGC)

Establecen las Normas de Valuación y Exposición (punto 3.2), y dentro de éstas, en el punto “5. Bienes de Uso” de las Normas Generales aplicables a los Activos, caracteriza a los bienes que debieran incluirse en este rubro, como aquellos que:

· Tienen una vida útil superior a un año

· No se agotan en el primer uso

· Se utilizan en la actividad principal y no para la venta.

· Son depreciables en períodos uniformes de tiempo de acuerdo a las características de cada bien.

El Código Civil (CC) - Artículos Nº 2.339 y subsiguientes

Define los bienes del Estado, en su conjunto, y los divide en Bienes Públicos del Estado y Bienes Privados del Estado.

· Los Bienes Públicos del Estado, se subdividen en naturales y artificiales.

· Los bienes naturales incluyen los llamados Recursos Naturales, tales como mares, playas, ríos y lagos.
· Los artificiales, o construidos por la mano del hombre, comprenden las calles, plazas, caminos, canales y toda obra pública construida para utilidad o comodidad común. 
· Como Bienes Privados del Estado se consideran las tierras que carecen de otro dueño, los yacimientos, no obstante el dominio de particulares sobre la superficie de la tierra y los bienes adquiridos por el Estado por cualquier título, entre otros.
En una primera instancia, la Resolución Nº 473/96-SH  de la Secretaría de Hacienda de la Nación, consideraba que los Bienes Públicos del Estado, denominados Bienes de Dominio Público, sólo se activaban durante su proceso de construcción, y una vez terminada la obra debían darse de baja de la contabilidad estatal.

La Disposición Nº 19/02 de la Contaduría General de la Nación, viene a subsanar el tratamiento dado por la Resolución Nº 473/96 SH a estos bienes, y establece que aquellos considerados de Dominio Público serán imputados a una cuenta del  Activo, una vez finalizada su construcción.

Las Normas Internacionales de Contabilidad para el Sector Público (NICSP):

Caracterizan a los Bienes de Uso en su NICSP 17, texto traducido y extraído de la página oficial de la Contaduría General de la Nación.

Esta norma, aún no vigente en nuestro país, establece las pautas para el reconocimiento como Activo a aquellos bienes que:

a) Generen beneficios económicos futuros o servicios potenciales asociados a dicho activo; y

b) El costo o justo valor del activo pueda ser medido en forma confiable.

Para el primer condicionante, debería realizarse un flujo de beneficios económicos futuros, o potenciales servicios, sobre la base de evidencias disponibles al momento de su incorporación, o reconocimiento.

Por beneficios económicos futuros, debe entenderse no sólo lo que se conoce como “utilidades” o “ganancias”, producto por ejemplo de peajes, entradas o cánones, sino que comprende también a los “ahorros”, como sustitución de erogaciones futuras. Así un edificio incorporado, será un Activo, en tanto permite ahorrar en alquileres futuros.

Observación: Respecto a la definición de valuación que la NICPS 17 – Bienes de Uso utiliza tanto para determinar si un bien puede reconocerse como un Activo, como para determinar su valuación actual, en nuestra opinión, debiera incorporársele la fórmula de “valores actuales” a cada uno de los componentes del flujo en cuestión.

En tal sentido, el “flujo de beneficios económicos futuros o los potenciales servicios”, debiera ser “...la sumatoria de los valores actuales del flujo de beneficios futuros o potenciales servicios...” ajustando, de esta forma, los componentes financieros implícitos en tales valores.

Para el segundo condicionante, se referenciarán los costos de adquisición o construcción.

En determinadas circunstancias, como por ejemplo la aceptación de donaciones o transferencias de otros estados, se podrá recurrir al justo valor de intercambio en el mercado, que la norma llama “justiprecio”.

La NICSP 17 – Bienes de Uso, en su punto 12, define “justo valor” o justiprecio como el monto por el cual se puede trocar un bien dentro de un mercado de transacciones. En nuestra glosa, lo denominamos “valores representativos de mercado” y las normas contables profesionales y la doctrina, enumeran varias formas de obtenerlos, como listas de precios, cotizaciones, valor de reposición, valor de las últimas compras o incorporaciones, etcétera.

IV. - 
Los Bienes de Uso en los Estados Contables Anuales - ¿Cómo valuar?

Las NGC, el Código Civil y las NICSP, hacen referencia a una misma clase de bienes, pero muestran conceptualizaciones diametralmente opuestas.

Son tan correctas las caracterizaciones de las NGC, como las clasificaciones del CC., por cuanto se refirieren a bienes durables que se utilizan tanto para el desarrollo de las actividades básicas del Estado (Bienes Privados del Estado), como a brindar utilidad pública general (Bienes Públicos del Estado).

El reconocimiento como Activos, a la luz de las NICSP, y con el fin de preparar los Estados Contables Anuales implica, necesariamente, distinguir entre los bienes nuevos, adquiridos o construidos por cuenta y orden del Estado, de aquellos que forman parte de sus respectivos patrimonios desde hace ya bastantes años, en lo que se denomina “Bienes de Capital”, y que en la mayoría de los casos se encuentran incompletos y subvaluados.

Los bienes nuevos y las NICSP

La NICSP 17 – Bienes de Uso, tal como se expresara anteriormente, considera que estos bienes, si se reconocen como Activos, se valúan a su valor de costo o incorporación, incluyendo todos los gastos inherentes a su instalación hasta la fecha de su habilitación o puesta en marcha.

Si bien sobre el final del párrafo 28 se excluyen los gastos realizados durante la  prueba del bien (consumibles, energía, etcétera), y el párrafo 29 excluye los intereses de financiación, se consideran como costos directamente atribuibles al valor del bien a incorporar:

· El costo de preparación del lugar físico de emplazamiento del bien.

· Los costos de fletes, acarreos, carga, descarga y manipulación.

· Los costos de instalación.

· Los honorarios y gastos de los profesionales o técnicos que se requieran para su instalación, prueba o puesta a punto.

La NICSP 17 – Bienes de Uso es mucho más amplia y detallada, pero por lo específico del tema abordado, no será desarrollada en esta oportunidad. No obstante, creemos necesaria la lectura del tratamiento dado por la norma a aspectos tales como:

· La sustitución de bienes (adquisición de bienes con entrega de otros en parte de pago),

· Los gastos de reparaciones y mantenimiento posteriores a la puesta en marcha (en especial, para distinguir cuáles de ellos pueden ser reconocidos como Activos), y 
· Los criterios de exposición.

Los bienes ya incorporados al Estado y las NICSP

Para el adecuado tratamiento del tema, se deben dividir estos bienes en dos tipos claramente diferenciados:

a) Bienes adquiridos o construidos por el propio Estado en el pasado, e incorporados en los registros patrimoniales del mismo.

b) Bienes recibidos de otros estados (generalmente la Nación), con motivo de la transferencia de servicios, tales como Salud (hospitales y puestos sanitarios), Educación (escuelas primarias y luego las secundarias), y servicios públicos (redes de agua, acueductos, redes cloacales, tendidos eléctricos, etcétera).

En el primer caso, estos bienes se hallan inventariados al costo, y debieran valuarse a un “justo valor” para el Estado.

La NICSP 17 – Bienes de Uso, en su punto 39, muestra el “tratamiento permitido” para estos casos, para los cuales deben preverse la revaluación de todos y cada uno de los bienes, otorgando un plazo de 5 años, desde la fecha de inicio de su aplicación, para realizar las revaluaciones de los bienes inventariados al costo.

Los bienes recibidos por donación o por transferencia de otros estados, también llamados “bienes recibidos por herencia”, en muchos casos ni siquiera se encuentran registrados en la contabilidad presupuestaria, ni han sido dados de alta en sus respectivos patrimonios.

En estos supuestos, debe realizarse una tasación, y esta tarea implica un trabajo interdisciplinario que, en algunos casos, incluirá:

· La mensura del terreno, con la señalización y delimitación del predio en cuestión.

· Un exhaustivo estudio de los títulos por los cuales se sustenta la tenencia del bien. En muchos casos la posesión se sustenta en una ley o un decreto de más de cien años; en otros casos, se basa en convenios suscriptos con otras jurisdicciones, o en fallos judiciales. En muy pocas ocasiones se han realizado las inscripciones en el Registro de la Propiedad Inmueble y en los catastros provinciales, por lo que se carece de títulos genuinos que acrediten la titularidad de los inmuebles.

· La realización y aprobación de planos de lo construido, con detalle de las redes e instalaciones existentes.

· Por último, debe asignársele una correcta valuación a cada bien en el estado en que se encuentre, para lo cual debe determinarse:

· La vida útil de cada bien, en función de la unidad de medida que se estime más conveniente.

· El valor recuperable al finalizar la misma, y
· Seleccionar el método de amortización más adecuado para cada caso. 

V. -
La Problemática de las Valuaciones y las Revaluaciones

Los distintos estados deben asumir el compromiso, en la necesidad, de realizar  valuaciones o revaluaciones de la mayoría de los bienes que conforman su patrimonio y que, en muchos casos, ni siquiera están considerados en sus Estados Contables.

No se daría cumplimiento a los principios de Universalidad y Exposición, consagrados en los Principios de Contabilidad Generalmente Aceptados (PCGA), si no se consideran la totalidad de los bienes en posesión del Estado, y si éstos no se valúan a su “justo precio”, como expresaran  las NICSP.

Pero los responsables de las gestiones patrimoniales de las distintas administraciones estatales, se enfrentan a la problemática de la falta de recursos humanos debidamente capacitados, y también económicos, para hacer frente a tamaño desafío.

Es necesario desarrollar un programa de trabajo que incluya la totalidad de los Bienes de Uso, previendo las distintas etapas en que se implementará, y los tipos de bienes y/o SAF ‘s que se incorporarán en cada etapa.

Del universo de bienes de uso dados de alta en la contabilidad patrimonial del Estado, los inmuebles representan el grupo de mayor dificultad para una adecuada revaluación y, además, representan el de mayor significatividad  económica.

Cualquiera sea la jurisdicción del Estado (Nacional, Provincial o Municipal), se requiere cumplimentar un ordenado plan de trabajo que incluya: 

· Un censo de inmuebles en propiedad (o usufructo) del Estado.

· La identificación de los mismos.

· La verificación de la potestad sobre su uso, cualquiera fuera el medio  por el que fuera incorporado al Estado (compra, construcción, donación o transferencia), o el título (escrituras, leyes, decretos, resoluciones, etcétera).

· Comprobación catastral del correcto registro del bien a nombre del estado y, conforme al resultado, promover las modificaciones necesarias a tal fin.

· Incorporación de planos detallados, actualizados y completos de cada inmueble.

· Procurar el revalúo técnico de cada bien, en los que deberá constar:

· Memoria descriptiva de las características del bien y la tarea realizada.

· Valuación fundada de cada ítem integrante del bien.

· Necesaria comparación con los valores de mercado.

· Vida útil restante estimada.

· Valor recuperable del bien al término de su vida útil.

· Criterio de amortización recomendado para cada ítem, o grupo de bienes que integra el conjunto.

· Cuota o plan de amortizaciones propuesta para el bien.

En el ámbito nacional, se encuentra el Tribunal de Tasaciones de la Nación (TTN), que tiene incumbencia, capacidad e idoneidad para realizar la tarea de relevar, medir y valuar los distintos bienes del estado.

La NICSP 17 – Bienes de Uso, prevé la realización de revaluaciones periódicas, por lo que cada administración deberá considerar la conveniencia de recurrir a los servicios del TTN, o de crear una estructura propia jurisdiccional, que asuma tal función, específica, en su territorio.

VI. - 
Algunas Aplicaciones Concretas de una Correcta Valuación

No parecería necesario hacer hincapié en la importancia de realizar una correcta valuación de los bienes incorporados como Activos, ni de  realizar las revaluaciones periódicas que permitan mantenerlos actualizados a lo largo de su vida útil, pero es conveniente reflexionar en algunas aplicaciones prácticas, que hacen imprescindible tal información:

1. Los bienes públicos del estado, pueden ser objeto de concesiones para su explotación y/o mantenimiento. Previo al llamado a este tipo de licitaciones, el estado debiera tener una sólida valuación de cada uno de los bienes ofrecidos en explotación, para la definición de tópicos tales como:
a) En las condiciones básicas del  llamado a licitación:

· Canon mínimo a establecerse para la oferta.
· Escalas mínima y máxima de actividad prevista.
· Rentabilidad esperable para el concesionario.
· Precio unitario mínimo o máximo a cobrar o pagar por lo producido o explotado, etcétera.

b) Al finalizar el período de la concesión:

· El valor recuperable que debieran tener los bienes en ese momento.

· La necesaria comparación entre los valores del punto anterior y la real valuación técnica que se efectúe al momento de la recepción de los bienes.

· La pérdida que por tal motivo se le produciría al estado, en concepto de depreciaciones, deterioro general de los bienes, y deterioro excesivo de los mismos.
· Evaluación de la factibilidad de iniciar reclamos administrativos y/o judiciales, en caso de detectarse pérdidas por tales conceptos.
· Determinación del resultado final de la concesión, como diferencia entre la contraprestación que recibiera por todo concepto, a lo largo de todo el período de concesión, y las pérdidas de valor soportadas por los bienes sujetos a concesión, tal como lo definiera la NICSP 17 – Bienes de Uso.

2. Los recursos naturales son pasibles de sufrir daños que afecten el medio ambiente. El estado debería valorizar las riquezas de sus eco-sistemas y mantenerlas actualizadas, para poder evaluar los daños que eventualmente se produjeran en los mismos.

El perjuicio ocasionado por un derrame de petróleo, la destrucción de bosques o la contaminación de recursos acuíferos, por ejemplo, deben poder ser cuantificados por el estado para tener un cabal conocimiento de la situación.

Las multas que se apliquen debieran estar en directa relación con el daño que se ocasionare, y el estado debiera valorar dichos daños, para determinar con justicia el tenor de las sanciones a aplicar.

Éstos son apenas dos ejemplos concretos de la necesidad que tiene el estado de mantener valorizados y actualizados sus Activos.

Pero también muestran aplicaciones concretas en algunos temas en los que la información, aún siendo imprescindible, generalmente no está disponible al momento de la toma de decisiones.

VII. - 
Las Amortizaciones de Bienes de Uso – Cuatro visiones distintas de lo mismo

La NICSP 17 – Bienes de Uso en su párrafo 12, al referenciar,  a modo de glosario, los significados de los distintos términos utilizados en la misma, considera a la Depreciación como “...la asignación sistemática del monto depreciable de un activo sobre su vida útil...”.

Ahora bien, si nos preguntamos ¿Para qué se amortiza o deprecia un bien?, aparecen claramente las cuatro distintas visiones de este mismo fenómeno:

Las Amortizaciones como “Fondo de Reserva”

En la concepción más tradicional, se amortiza para crear un Fondo de Reserva que permita la reposición del bien una vez agotada su vida útil.

Al amortizar, se restringe la posibilidad de considerar como utilidad cada pequeña porción del bien utilizada, y de esta manera, se generaría un fondo que permitiría su reposición.

La contrapartida de la cuenta de pérdida, se denominaba “Fondo de Reserva”, y permitía ir acumulando las amortizaciones, año a año, para posibilitar, al finalizar su vida útil o cuando así se lo disponga, reponer el bien incorporando uno nuevo, en iguales condiciones de funcionamiento.

Esta visión fue dando lugar a otras concepciones más modernas.

Las Amortizaciones como “Ajuste del Valor de los Bienes”

En esta concepción, se amortiza para reflejar en los Estados Contables, un valor más adecuado de los bienes de uso, más cercano a su valor de mercado.

Las Amortizaciones Acumuladas reflejan la pérdida de valor por las depreciaciones o el uso de cada bien. Al exponerse, conjuntamente con los valores de origen, permiten una adecuada exposición del rubro, mostrando los valores de incorporación, la porción usada o depreciada, y el neto resultante, que muestra valores similares a los del mercado para cada tipo de bien.

Las Amortizaciones como “Método de Devengamiento”

Todos los bienes y servicios que contrata el Estado son, en definitiva, gastos operativos que conllevan al desarrollo de su gestión, y a alcanzar sus objetivos.

La adquisición de bienes “durables”, tiene la particularidad de que su uso, o los beneficios de su utilización, exceden el término de un ejercicio, por lo que debe prorratearse su incidencia en tantos ejercicios, como se estime que continúe prestando servicios al Estado.

En esta visión, se amortiza para devengar, para “apropiar” a cada ejercicio la porción que le corresponde por el uso del bien. Se amortiza para devengar el gasto correspondiente a la efectiva utilización de los bienes de uso en cada ejercicio.

Las Amortizaciones o Depreciaciones en la NICSP 17 – Bienes de Uso
Como se expresara al comienzo del trabajo, la NICPS 17 – Bienes de Uso reconoce como Activo a todo aquel bien susceptible de producir beneficios económicos futuros.

La depreciación, como la denomina la citada norma, se reduce a reflejar en los Estados Contables los “consumos” de estos beneficios que se realizan en cada ejercicio. 

Las amortizaciones conforme a la NICSP son, entonces, las porciones de beneficios económicos futuros perdidos o consumidos en cada ejercicio, medidos como diferencia entre los flujos calculados al inicio y cierre de cada ejercicio.  

El párrafo 60 de la NICSP 17 – Bienes de Uso, acepta la utilización de una gran variedad de métodos para asignar sistemáticamente cuotas de depreciación de un activo, durante su vida útil, conforme a determinados patrones de beneficios económicos esperados, como por ejemplo: lineal, creciente, decreciente, por unidades, etcétera.

Pero en definitiva, la diferencia de flujos de beneficios económicos esperados, calculados al inicio y cierre de cada ejercicio, absorberá no sólo la cuota de amortización calculada conforme a cualquiera de los métodos aceptados, sino también otras variaciones de valor, tales como:

· la obsolescencia técnica

· el desgaste general o de algunas de sus partes, y

· el uso excesivo o superior, a lo esperable o estimado.

Se comprueba, entonces, que poco tiene que ver el método elegido parar “apropiar” o devengar los cargos por amortizaciones del ejercicio, ya que debiera registrarse por la diferencia entre las expectativas de beneficios futuros a percibir por los bienes al inicio y al cierre de ejercicio. 

VIII.-
La importancia de registrar las Amortizaciones

En el punto anterior se mostraron las cuatro visiones que presenta la depreciación o amortización de los Bienes de Uso. No obstante, su utilización no se halla muy extendida, aún, dentro de la contabilidad gubernamental.

Existen muchos argumentos respecto de la necesidad de registrarlas para la obtención de los Estados Contables Anuales, pero deben destacarse 2 que no pueden soslayarse al momento de efectuar el análisis:
· Si se parte de la premisa de que es necesaria la incorporación de todos los bienes durables al inventario patrimonial y su valorización a su “justo precio” actual, debe amortizarse para reflejar la pérdida de valor de los activos, por su usufructo o uso.
La incorporación de todos los bienes a la contabilidad patrimonial, y su valuación o revaluación, supone un esfuerzo considerable, una importante inversión de tiempo y recursos, humanos y económicos, en pos de completar la correcta valuación de los Activos del Estado.
Hasta el momento que puedan realizarse nuevas revaluaciones de bienes, debemos amortizar para reflejar la pérdida de valor de cada activo, conforme al uso que ha tenido el mismo, a fin de que en cada ejercicio refleje el valor de “trueque” del mismo en el mercado, o sea: su valor de mercado en el estado en que se encuentra.

· Si se desea obtener un Estado de Resultados de la gestión del gobierno, tanto en la administración de los bienes del estado que le fueran confiados, como en la prosecución de sus objetivos de gobierno en pro del beneficio común, debe amortizarse para considerar el costo de los bienes usados (usufructuados) en el transcurso de cada ejercicio.

El Estado de Resultados no será eficaz y verdadero, y las decisiones que se tomen a partir de él, serán erróneas e incompletas, si no muestra la incidencia de las amortizaciones de bienes de uso.
No puede vislumbrarse un programa de incorporación y valuación de bienes para su registro en la contabilidad patrimonial, sin prever un sistema de registro de las amortizaciones que considere el efectivo uso o desgaste de cada bien a lo largo de su vida útil, y el fiel reflejo de esa pérdida de valor en los Estados de Resultados anuales.
IX.-
Los Bienes de Uso y sus Amortizaciones en la Toma de Decisiones

La significatividad que representa la tenencia de Bienes de Uso dentro de la estructura patrimonial del estado, y la necesidad cada vez más imperiosa de información útil para la toma de decisiones, hacen que este tema sea prioritario, en la agenda de lo mediato.

Los distintos niveles del estado necesitan imperiosamente Estados Contables completos y fiables, que puedan mostrar los resultados de su gestión de gobierno, y las perspectivas futuras de aplicaciones de recursos a nuevos y superadores objetivos.

La gran mayoría de las jurisdicciones provinciales y municipales carecen de registros fiables de su contabilidad patrimonial. No han incorporado edificios hospitalarios y educativos, y los muebles y el equipamiento recibido en oportunidad de la transferencia de estos servicios que Nación hiciera a las distintas provincias.

En los casos en los que se han incorporado, se les ha dado un valor banal, a modo referencial, y han perdido toda significatividad luego de los procesos inflacionarios soportados con posterioridad.

Si se desea obtener Estados Contables que incluyan la “Situación Patrimonial” del Estado, debe pensarse seriamente en incorporar a los registros, los bienes que hoy por hoy no se están considerando, ya que se está afectando seriamente los PCGA, especialmente los de Universalidad (referido a la necesidad de que todos los hechos económicos se hallen efectivamente registrados) y Exposición (respecto a que debe exponerse toda la información contable que exprese adecuadamente la situación patrimonial, económica y financiera del ente).

Y esta incorporación a los registros, debe hacerse en base a una valuación fiable, conforme a las pautas expuestas en el presente trabajo. A tal fin debe planificarse una tarea de revaluación a mediano plazo (tal vez los 5 años de re-adecuación que plantean las NICSP), que debe llevarse a cabo por un muy profesionalizado equipo de trabajo.

El Tribunal de Tasaciones de la Nación, cuenta con un listado de peritos tasadores, y la experiencia necesaria para llevar a cabo esta tarea. Pero también desarrolla capacitaciones regulares y dicta cursos orientados a la  formación de los profesionales iniciados en la materia.

Los Estados interesados en regularizar sus registros patrimoniales, debieran realizar convenios con el TTN, bien sea para planificar la realización de las tasaciones de sus bienes, o bien sea para promover la capacitación y formación de sus propios equipos de trabajo, con el fin de crear una estructura similar en cada jurisdicción. 

Sin la adecuada incorporación de la totalidad de los bienes susceptibles de ser reconocidos como Activos para el estado, no habrá Estados Contables que brinden información patrimonial adecuada, completa y útil.

En igual sentido, sin la adecuada contabilización de las amortizaciones (depreciaciones para las NICSP), que incluya la totalidad de los bienes (Privados del Estado y hasta los Públicos del Estado), previamente revaluados conforme el justiprecio que declaman las normas, no habrá Estados de Resultados que reflejen el verdadero resultado de la gestión de gobierno, ni la eficiencia de la misma. 
Los


